STJSL-S.J. – S.D. Nº 124/20.-

--En la Provincia de San Luis, a dieciocho días del mes de diciembre de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, CECILIA CHADA y JORGE ALBERTO LEVINGSTON - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “INCIDENTE DE CASACIÓN-BARRIENTOS BRAYAN NICOLAS – ROBO - RESISTENCIA A LA AUTORIDAD” - IURIX INC Nº 199544/3.

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dra. LILIA ANA NOVILLO y habiendo asumido los Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, CECILIA CHADA y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, como nuevos Ministros del Superior Tribunal, pasaron a estudio en el siguiente orden: CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINSGTON.
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:
I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 428 del C.P.Crim.?
III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?
IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que en fecha 20/12/19 y por ESCEXT Nº 13276614, del expediente principal, el Defensor de Cámara en representación de Brayan Nicolás Barrientos, interpuso recurso de casación, el que es fundado en el presente incidente en fecha 27/01/20, por ESCEXT Nº 13350033, contra el Auto Interlocutorio de fecha 16/12/19 (actuación Nº 13216539 del PEX 199544/16), dictado por la Excma. Cámara Penal Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial, que dispuso rechazar la solicitud de Suspensión de Juicio a Prueba presentada en autos por la defensa de BARRIENTOS BRAYAN NICOLAS y en su consecuencia que continúe la causa con la tramitación para Debate Oral.

2) En orden a pronunciarme sobre esta primera cuestión, y luego de examinado el cumplimiento de los recaudos formales que hacen a la admisibilidad del recurso, advierto que el mismo fue interpuesto y fundado dentro del término de ley, conforme el art. 430 del CPCrim., y el recurrente se encuentra exceptuado del pago del depósito, conforme el art. 431 del C.P.Crim.

Con relación al requisito de la definitividad de la sentencia (art. 426 del C.P.Crim), y realizando en el presente caso un análisis ex novo del criterio restrictivo que he sostenido en fallos anteriores, estimo que la sentencia que dispuso rechazar la solicitud de Suspensión de Juicio a Prueba es equiparable a definitiva.
Ello en razón de que, en el estado procesal en que se encuentra la causa (etapa del plenario, previa a la realización de la audiencia oral y pública por ante el Juez de Sentencia), la resolución recurrida le ocasiona al imputado un gravamen de imposible, insuficiente o tardía reparación ulterior, precisamente porque no habría oportunidad en adelante para volver sobre lo resuelto, conforme los lineamientos trazados por el Máximo Tribunal de la República a partir del precedente "Di Mascio" (Cfr. Alejandro D. Carrió, “Garantías constitucionales en el proceso penal”, Hammurabi, Bs. As., 2000., p. 77).

Así, en el fallo plenario “B. L. E. y otro s/ Recurso de Queja (Art. 433 CPP)” y su acumulada – Pedido de Acuerdo Plenario” Causa N° 52.274 – 52.462 el Tribunal de Casación Penal de la Prov. de Bs. As. en fecha 09/09/13, dijo que: “En esto no hemos hecho sino seguir el derrotero señalado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación que ha sostenido en supuestos equivalentes “…que la tutela de los derechos que se invocan no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior…” (CSJN LL 1998E-343) y más adelante “…si bien la resolución que rechazó el recurso de  casación contra la decisión que no había hecho lugar a la solicitud de suspensión del proceso a prueba no constituye, en principio, sentencia definitiva, corresponde equipararla a aquella en la medida que origina agravios cuya enmienda en la oportunidad procesal que se lo invoca, exhiben prima facie entidad bastante para conducir a un resultado diverso del juicio, por lo que de ser mantenidos generaríanse consecuencias de insuficiente o imposible reparación ulterior…” (CSJN LL 2003-B-839)”.
De igual manera, la Corte Suprema de Justicia ha sostenido que: “La tutela de los derechos que se invocan no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior…” (CSJN LL 1998-E-343) y más adelante “…si bien la resolución que rechazó el recurso de casación contra la decisión que no había hecho lugar a la solicitud de suspensión del proceso a prueba no constituye, en principio, sentencia definitiva, corresponde equipararla a aquella en la medida que origina agravios cuya enmienda en la oportunidad procesal que se lo invoca, exhiben prima facie entidad bastante para conducir a un resultado diverso del juicio, por lo que de ser mantenidos generaríanse consecuencias de insuficiente o imposible reparación ulterior…” (CSJN LL 2003-B-839).”
“…Que el caso sometido a estudio del Tribunal constituye una de esas excepciones puesto que… el gravamen no resulta susceptible de reparación posterior, en tanto restringe el derecho del procesado a poner fin a la acción y evitar la imposición de una pena. Es que la finalidad de quien requiere la suspensión del juicio a prueba no es la de obtener una sentencia absolutoria, sino la de no seguir sometido a proceso mediante la extinción de la acción penal… En el caso sometido a estudio del Tribunal el recurso extraordinario resulta formalmente procedente con base en la doctrina de esta Corte sobre arbitrariedad, puesto que el a quo no hizo lugar a la vía recursiva sobre la base de fórmulas genéricas y abstractas, tales como la supuesta naturaleza “irrecurrible” de la resolución impugnada, omitiendo considerar los planteos de la defensa referentes a que la decisión debía ser equiparada a sentencia definitiva… (Fallos 320: 2451).”
“La razonabilidad republicana impone aventar esa supuesta vía puesto que, como resulta de los fallos citados de la Corte Federal, la inimpugnabilidad de una negativa a suspender el juicio a prueba, obligaría a celebrarlo tornándose ilusorio el reclamo. Esta es la raíz de la razón material que abre el recurso propio, puesto que su rechazo, por esa nuda argumentación formal, importaría un gravamen de imposible reparación ulterior.” STJSLS.J. – S.D. Nº 069/15 de fecha 13/08/15.”
Por ello, advirtiendo el cumplimiento por parte del recurrente de los recaudos exigidos, que constituyen la llave para la apertura del recurso, corresponde declararlo formalmente admisible.
Por ello VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
A ESTA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. CECILIA CHADA, dijo: Que atento a la situación planteada en autos y en consideración al voto emitido por la distinguida colega preopinante disiento con el mismo, por los fundamentos que a continuación expongo:
En primer lugar, advierto que el recurso se dirige a controvertir un pronunciamiento que no es definitivo ni resulta equiparable a tal, puesto que el Auto Interlocutorio de fecha 16/12/19 (actuación Nº 13216539 del PEX 199544/16), dictado por la Excma. Cámara Penal Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial, que dispuso rechazar la solicitud de Suspensión de Juicio a Prueba, presentada en autos por la Defensa de BARRIENTOS BRAYAN NICOLÁS y en su consecuencia que continúe la causa con la tramitación para Debate Oral, tiene como consecuencia que el imputado permanezca sometido a proceso; por lo tanto gozando de todas las garantías y derechos reconocidos por nuestra Constitución Nacional y los tratados y convenciones suscriptos por nuestro Estado; fundamentalmente gozando del estado de inocencia, derecho de defensa, y de debido proceso por lo que no se advierte cuál es la situación que equipara la resolución en estos casos a sentencia definitiva.

Que de la simple lectura del art. 76 bis surge claramente que el imputado podrá solicitar el beneficio y si las circunstancias del caso permitieran dejar en suspenso el cumplimiento de la condena aplicable y hubiese consentimiento del fiscal, el Tribunal podrá suspender la realización del juicio.

Es decir que el juzgador es quien debe resolver la procedencia del instituto y de manera fundada conceder o rechazar el mismo y en este último caso la consecuencia es continuar con el proceso por lo cual queda claro que dicha resolución no pone fin al proceso; es más conforme a la práctica tribunalicia según las circunstancias; por ejemplo que el rechazo haya sido por no ser adecuado el lugar ofrecido para la realización de tareas comunitarias o porque el monto ofrecido como reparación del daño sea irrisorio o porque el momento procesal en el cual se solicitó no era el oportuno; el beneficio de suspensión de juicio a prueba podrá solicitarse nuevamente.

Estimo que la excepción a este criterio solo podría fundarse en que la denegatoria de la suspensión del juicio a prueba fuere arbitraria e injustificada, es decir, en el caso de una sentencia con fundamentación aparente, y como tal, descalificable como acto judicial válido, supuesto que no se observa respecto del Auto Interlocutorio de fecha 16/12/19 (actuación Nº 13216539 del PEX 199544/16).
En efecto, la denegatoria se fundamenta en primer lugar, en la opinión desfavorable del Ministerio Público Fiscal, a la que debe acordársele el carácter de vinculante, quien expresó: “…que atento la reiteración de hechos que configuran una imputación en concurso real y la pena de los delitos endilgados en los autos que se han acumulado considera que, en caso de condena, la misma no sería susceptible de ejecución condicional, formulando expresa oposición al beneficio solicitado”, como así también en las características de los hechos ventilados en la causa, que a los fines de llegar a la verdad real, amerita que los mismos sean ventilados en el desarrollo del plenario oral, sistema de mayor garantía de toda persona sometida a proceso, por lo que considera que debe ser rechazada la solicitud de Suspensión de Juicio a Prueba y estarse a los resultados del debate seguido en Juicio Oral.
Con relación a la obligación de seguir sometido a proceso, en “SÁNCHEZ, Jorge Rubén s/robo” (causa Nº 54791/2013), la Cámara Nacional de Casación Penal explica claramente por qué no es procedente el recurso en estudio. En primer lugar, porque estas decisiones no reúnen las características de una sentencia definitiva, sumado además que, en el caso, no puede demostrarse en qué medida esa obligación es capaz de causar “un gravamen de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior.” (TRATADO DE LOS RECURSOS, Tomo III, Recurso de Casación Penal, por Jimena Jatip, Págs. 39/82. Ed. Rubinzal Culzoni año 2013). http://www.pensamientopenal.com.ar/system/files/2015/05/fallos41029.pdf, acceso 23/04/20).

También la Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha expresado respecto del gravamen irreparable y de tardía o imposible reparación posterior que, de acreditarse, permitiría el tratamiento de los agravios expuestos. En el fallo “RECURSO DE HECHO Padula, Osvaldo Rafael y otros s/ defraudación -causa N° 274” (11/11/97, Fallos 320:2451), se sostuvo: “Que si bien es doctrina del Tribunal que las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal no reúnen por regla, la calidad de sentencia definitiva a los efectos del art. 14 de la ley 48(Fallos: 307:1030; 310:195, entre otros), corresponde hacer excepción a dicha regla en los casos en los cuales su aplicación podría provocar un gravamen de insuficiente, imposible o tardía reparación posterior (Fallos: 304:1817; 308: 1107; 312:2480).”
“Si bien las resoluciones relativas a la admisibilidad o procedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa son, en principio, ajenas a la instancia extraordinaria, esta pauta admite excepciones cuando la sentencia impugnada implica la restricción sustancial de la vía utilizada y afecta el derecho de defensa en juicio. (Del dictamen del Procurador Fiscal que la Corte hace suyo).”

“Dice el Dr. Luis María Mancini en su voto (en minoría) en el acuerdo plenario en autos B.L.E y otro s/ Recurso de Queja; en principio, el recurso de casación contra el pronunciamiento que deniega la solicitud de suspensión de juicio a prueba es inadmisible. Ello porque tal decisión no constituye sentencia definitiva y su recurribilidad ante este tribunal no está expresamente prevista.”

“El empleo de los vocablos “en principio” al comienzo del párrafo anterior tiende a no dejar fuera de mención, resoluciones excepcionales que, por determinados motivos de hecho y de derecho, podrían en ciertas ocasiones, considerarse equiparables a una sentencia definitiva; lo cual no ocurre en esta oportunidad.”

Más recientemente, la jurisprudencia ha sostenido que: “La denegación de la suspensión del juicio a prueba en principio no cumple con el requisito de impugnabilidad objetiva previsto en el art. 457 CPPN toda vez que no se trata de sentencia definitiva ni equiparable a ella. Debe rechazarse la tacha de arbitrariedad si lo resuelto, habiendo ponderado debidamente las razones que motivaron la oposición fiscal sin que el recurso haya expresado más que su disconformidad con respecto a tal criterio. No resulta viable la probation cuando el delito investigado implica un caso de violencia de género, por tratarse de supuestos en los cuales la normativa involucrada en la cuestión impone la realización del plenario. La disidencia dejó a salvo su opinión en cuanto a que la resolución que deniega la suspensión del juicio a prueba resulta equiparable a una sentencia definitiva en virtud de que podría provocar un gravamen de insuficiente, imposible o tardía reparación posterior. (Dres. Gemignani, Borinsky y Hornos -en disidencia-.)” (Ledesma, Alejandro E. s. Recurso de casación /// CFCP Sala IV; 05/09/2013; Boletín Secretaría de Jurisprudencia de la CFCP; RC J 2497/17, en https://www.rubinzalonline.com.ar/index.php/busqueda/busqueda/resultadojurs bd/, acceso 15/09/20).

Tal criterio es el mantenido por el Superior Tribunal en innumerables precedentes en los que resolvió: “el resolutorio que deniega la suspensión del juicio a prueba (probation) no es sentencia definitiva”. (Cfr. entre muchos otros: “ROMERO, RAMÓN RUFINO s/ HOMICIDIO CULPOSO s/ APELACIÓN - RECURSO DE CASACIÓN.” IURIX PEX Nº 69527/9, sent. del 19/02/2015; STJSL-S.J.–S.D. Nº 133/17 “PEREIRA JORGE RODOLFO s/ ESTAFA DEFRAUDACIÓN - JUICIO ORAL -RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX PEX N° 78568/10, del 16/11/2017; STJSL-S.J.–S.D. Nº 131/17.- “RECURSO DE CASACIÓN EN AUTOS: ALBORNOZ, WALTER OSCAR (IMP) – ALCARÁZ, IVANA ANDREA (DEN) “AV. HOMICIDIO EN GRADO DE TENTATIVA” – IURIX INC Nº 138380/2, sent. Del 16/11/2017; STJSL-S.J.– S.D. Nº 153/17 “RECURSO DE CASACIÓN EN AUTOS: "PÁEZ GABRIEL OSVALDO – CÓRDOBA CLAUDIA DEL VALLE - AV. ROBO CALIF. EN GRADO DE TENTATIVA” – IURIX PEX INC. Nº 69139/2 del 13/12/2017 y recientemente en STJSL-S.J.–S.D. Nº 117/20, “PEREYRA PABLO ADRIÁN – ABUSO SEXUAL SIMPLE – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX PEX N° 206475/17 de fecha 30/09/20).
También se ha sostenido que: “...En materia criminal como la que se trata, solo produce sentencia definitiva o resuelve cuestión constitucional el auto de sobreseimiento y la sentencia definitiva y auto fundado que dispone no instruir sumario por inexistencia del delito o causal impeditiva o extintiva de la acción penal” (Cfr. STJSL-S.J.-S.D. Nº 134/16 “INCIDENTE IMP. ARCE MATIAS EMANURL/DAMN. CASTRO MARÍA SOLEDAD –AV. HOMICIDIO SIMPLE CON DOLO EVENTUAL s/ RECURSO DE CASACIÓN”- IURIX Nº INC. 87424/3 de fecha 27/07/16; STJSL-S.J.-S.D. Nº 171/16 “INCIDENTE DE RECURSO DE CASACIÓN EN AUTOS: ORLANDI SCARSO, VÍCTOR ADOLFO (AR) DAMNIF. BECERRA BATÁN, MORA - LESIONES GRAVES” IURIX PEX INC. Nº 39348/1, de fecha 29/09/16 entre otros).

Por lo que, virtud de los fundamentos dados ut supra, considero que no estamos ante una sentencia definitiva o equiparable a tal, que impida la prosecución del proceso, atento la inexistencia de gravamen de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior. Por tanto, no ha quedado habilitada la vía de la casación.

Por ello, y en consecuencia, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Agravios del recurrente: Manifiesta la defensa que se agravia de la resolución recurrida por considerar a la misma arbitraria, al carecer de adecuada fundamentación, la que se encuentra motivada sólo de manera “aparente” en la oposición de un dictamen fiscal inmotivado y vacío de contenido, en las “características del hecho”, siendo esa enunciación todo el análisis que el fallo hace sobre las características del hecho, en la finalidad de “llegar a la verdad real”, contrariando de ese modo el espíritu del instituto de la “probation” y en una falsa conveniencia para el imputado, al someterlo a un proceso de “mayor garantías”, cuando es el imputado el que solicita para su interés la aplicación del instituto de la “probation”.

Refiere que el Sr. Fiscal de Cámara en el dictamen de fecha 10/12/2019 al momento de expedirse en contra de la concesión del beneficio vulneró la presunción de inocencia de que goza el Sr. Barrientos, al considerar “Que atento la reiteración de hechos que configuran una imputación en concurso real y la pena de los delitos endilgados a BRAYAN NICOLAS BARRIENTOS”, otorgándole efectos perjudiciales al estatus de “procesado”, contrariando lo previsto por el Art. 14.2 del “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos”1 y el Art. 8.2 de la “Convención Americana de Derechos Humanos”, ambos de raigambre constitucional.

Asimismo, dijo que el Sr. Fiscal de Cámara también justificó su negativa al considerar “(…) considero que en caso de condena no sería susceptible de ejecución condicional”, sin mencionar cuales serían las circunstancias obrantes en la causa que lo llevan a concluir tal extremo.

Agrega que la resolución en crisis sostiene que: “Atento a las características de los hechos, es que a los fines de llegar a la verdad real, amerita que los mismos sean ventilados en el desarrollo del oral…”, sin precisar cuáles son esas características, lo que convierte a la afirmación en una meramente dogmática sin respaldo en las constancias de la causa.

Expresó que sostener que el debate con el riesgo de imposición de pena -con la trascendencia social y laboral que ello importa- es una salida que proporciona mayores garantías al procesado, sin duda es una afirmación contraria a las reglas de la experiencia y de la lógica.

Concluye afirmando que el interlocutorio puesto en crisis se encuentra fundado solo de una manera “aparente” en la oposición inmotivada del Fiscal y en afirmaciones meramente dogmáticas sin respaldo en las constancias de la causa. Que los magistrados no ejercieron su deber de controlar jurisdiccionalmente la oposición del fiscal, ni efectuaron un análisis razonado de por qué el instituto solicitado no sería aplicable al Sr. Barrientos que por lo mismo la resolución recurrida configura una manifiesta inobservancia de las normas adjetivas.

2) Traslado a la Fiscalía de Cámara: En fecha 10/02/20, por actuación N° 13420884, la Fiscalía de Cámara contesta el recurso de casación. En lo sustancial expone: “(…) que debe ser rechazado el recurso ensayado toda vez que carece de uno de los requisitos indispensables para que prospere, esto es la “definitividad” del resolutorio que se pretende impugnar. Esto es así, pues en nuestro sistema si hay un rango distintivo de las cautelares es “su provisoriedad”, lo que habilita a que se dicte y se dejen sin efecto en cualquier momento del proceso”.

Asimismo, dijo que el Excmo. Superior Tribunal de Justicia de esta provincia, pacífica e invariablemente ha sostenido este extremo y en pronunciamiento lo ha vuelto a poner de resalto a saber: STJSL-S.J.–S.D. Nº 085/16 autos: “FARÍAS, LAURA PATRICIA c/ ENTRERIOS, CRISTIAN ANDRÉS s/ RECURSO DE QUEJA - 2da. INSTANCIA - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 262730/13.

3) Dictamen del Sr. Procurador General: Que en fecha 03/03/20, mediante actuación N° 13581202, el Sr. Procurador General contesta vista, opinado que: “…Ahora bien sin perjuicio de mantener mi opinión al considerar que esta decisión jurisdiccional - Auto Interlocutorio de la Excma. Cámara de Apelaciones que rechaza el beneficio de suspensión de juicio prueba a favor del imputado - es equiparable a sentencia definitiva (dictamen en autos “Barroso Jesús Adolfo – Recurso de Casación Expte. 31-B-08”), a fin de evitar desgaste jurisdiccional considerando el criterio mantenido por el Superior Tribunal en numerosos precedentes, en los que resolvió: “el resolutorio que deniega la suspensión del juicio a prueba (probation) no es sentencia definitiva”. (confr. entre muchos otros: STJSL-S.J. N° 173/11, “BARROSO, JESÚS ADOLFO – RECURSO DE CASACIÓN” Expte. Nº 31-B-08 - IURIX PEX N° 99827, del 30/11/2011; STJSL-S.J. N° 29/12, “RECURSO DE CASACIÓN EN AUTOS: “ALBORNOZ MARIO SERGIO – DELITO CONTRA LA INTEGRIDAD SEXUAL” Expte. Nº 46-I-11 – IURIX PEX INC. N° 66403/2, del 02/05/2012…Esta procuración no hará merito sobre el fondo y procedencia sustancial del recurso intentado. Por las razones expresadas, entiendo que no procede el recurso intentado, propiciando el rechazo del mismo.” 
4) Resolución del recurso: La sentencia interlocutoria impugnada ha resuelto rechazar la solicitud de Suspensión de Juicio a Prueba con fundamento en que: “Corrido traslado a Fiscalía de Cámara, manifiesta que atento la reiteración de hechos que configuran una imputación en concurso real y la pena de los delitos endilgados en los autos que se han acumulado considera que, en caso de condena, la misma no sería susceptible de ejecución condicional, formulando expresa oposición al beneficio solicitado.”
“Atento a las características de los hechos, es que a los fines de llegar a la verdad real, amerita que los mismos sean ventilados en el desarrollo del plenario oral, sistema de mayor garantía de toda persona sometida a proceso y es por ello que debe ser rechazada la solicitud de Suspensión de Juicio a Prueba y estarse a los resultados del debate seguido en Juicio Oral.”
“La implementación de este instituto responde a la intención de descongestionar el sistema de administración de justicia de casos vinculados con delitos leves con el objeto de concentrar recursos en la persecución de los delitos más graves, instaurando al mismo tiempo un mecanismo que tiende a posibilitar la reinserción social del sujeto que fue sometido a proceso y a evitar la estigmatización que implica la prosecución misma de una causa criminal y la eventual imposición de una condena, aun cuando su ejecución hubiese podido ser pronunciada en forma condicional.” Código Penal comentado y anotado – Andrés José D’ Alessio – Pág. 743 – Inc. 2 – 1° Párrafo”.

Este Alto Cuerpo se ha pronunciado en el expediente “PALAU CARLOS PABLO - HOMICIDIO CULPOSO y LESIONES CULPOSAS- s/ RECURSO DE CASACION”. Expte. Nº 18-P-12 –IURIX PEX Nº 68752/9, por STJSL-S.J.–S.D. N° 59/14 de fecha 22/05/14, por el carácter vinculante del dictamen del Ministerio Público Fiscal que se opone a la concesión del beneficio de la suspensión del juicio a prueba, una vez efectuado el control de logicidad del mismo por parte del Juez o Tribunal, es decir, cuando esa negativa se encuentre fundada.

Así, la doctrina es conteste en sostener que el juez no puede apartarse del dictamen fiscal, salvo que se explique, mediante una resolución debidamente fundada, que ese dictamen es irrazonable. No obstante ello, algunos autores han sostenido que el consentimiento fiscal debe limitarse a la formulación de un juicio de conveniencia y de oportunidad político criminal acerca de la continuación o no de la suspensión de la persecución penal en un caso puntual.

Ahora bien, de conformidad con lo señalado en la causa “Portalea” (Causa 33.842/15 reg. 931/2016, rta. en fecha 18/11/16 por la Sala I de la CNCCC), en una democracia republicana los actos de gobierno de los tres poderes del Estado deben estar suficientemente motivados, en el sentido de ser lógicos y razonables con sujeción a las leyes de la Nación. En el marco del proceso penal, la actuación de los representantes del Ministerio Público Fiscal no escapa a aquel principio rector en el ejercicio de sus funciones, tanto en el impulso de la acción o al promover o consentir formas alternativas de solución de controversias. Por ello, y con arreglo a la resolución recién citada, el fiscal no podrá prestar su consentimiento en forma automática y debe motivar sus postulaciones “…no hay dudas de que el dictamen fiscal siempre debe ser razonable para poder dar base al ejercicio de la jurisdicción” (CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN COMENTADO, PARTE GENERAL, por Horacio Días, Ed Rubinzal Culzoni, 1° ed, revisada, Santa Fe, 2018, Págs. 655/659).

En el caso traído a estudio, observo que la oposición del Ministerio Público Fiscal a la concesión del beneficio, se encuentra debidamente fundada en las constancias de la causa y teniendo en cuenta las características de los hechos, es que a los fines de llegar a la verdad real, advierte que los mismos sean ventilados en el desarrollo del plenario oral, siendo éste el sistema de mayor garantía de toda persona sometida a proceso y por ello rechaza la solicitud de Suspensión de Juicio a Prueba, debiendo estarse a los resultados del debate seguido en Juicio Oral.

Al respecto la jurisprudencia ha dicho: “La oposición del Fiscal General se asienta en la idea de que en caso de recaer sentencia condenatoria, ésta no sería dejada en suspenso, circunstancia que excluiría a la pretensión de la defensa de obtener la suspensión del proceso a prueba, por no darse los requisitos establecidos en el artículo 76 bis del CP según la interpretación de la CSJN en el precedente "Acosta". Los fundamentos esgrimidos por el representante del Ministerio Público Fiscal resisten el examen de razonabilidad y motivación, no siendo -como principio- objeto de análisis jurisdiccional la validez de los criterios de oportunidad y conveniencia que -en el marco de la política criminal que desde ese organismo pueda promoverse- subyacen al referido dictamen”. (Del voto del Dr. Eduardo R. Riggi.)” (0.000115042 || Generoso, Carlos Orlando s. Recurso de casación /// CNCP Sala III; 18/02/2009; Sumarios Oficiales Poder Judicial de la Nación; 9808; RC J 12836/10).
Asimismo: “Conforme lo dispuesto en el párr. 4, art. 76 bis, Código Penal, al analizar los requisitos de viabilidad del instituto de la probation, la falta de consentimiento fiscal vincula al Tribunal, es decir, esta exigencia impide que la jurisdicción bloquee el progreso de la acción si no hay de parte de su titular público un pronunciamiento expreso favorable a la petición del imputado…En el caso, se deniega el pedido de suspensión del juicio a prueba efectuado por la defensa del imputado en orden al delito de robo simple por la sustracción de 60.000 dólares del departamento de su ex pareja, un famoso coreógrafo y director artístico, pues resulta motivada la oposición del Fiscal, en cuanto no se hallan los extremos que justifican la aplicación del instituto atendiendo a las características del hecho, la presunta utilización de un somnífero contra la víctima para perpetrar el ilícito y la irrazonabilidad del escaso monto ofrecido en concepto del daño presuntamente ocasionado, lo que conlleva la necesidad de celebrar el debate para aclarar circunstancias que resultan de interés, pudiendo incluso alcanzar un encuadre legal más gravoso, conforme lo previsto en el inc. 1, art. 166, Código Penal. Las razones brindadas para reclamar la realización del debate en la causa no resultan arbitrarias, pues han resultado debidamente fundadas en las características del hecho, de modo que superan el test de logicidad que el Tribunal puede realizar, lo cual lleva a afirmar que el dictamen denegatorio del Fiscal deviene vinculante…|”. (0.000661665 || Villafañe, Rodrigo David s. Suspensión del juicio a prueba /// Trib. Oral Crim. y Correc. Nº 24; 23/02/2015; Rubinzal Online; 59096716/2012; RC J 1372/1).
En razón de lo expuesto, concluyo que la sentencia impugnada se ajusta a derecho y tal como lo consideró el Sr. Fiscal de Cámara, atento la reiteración de hechos que configuran una imputación en concurso real (delito de acción pública en los términos del art. 76 Inc 1) del C.P, ROBO (art. 164 del Código Penal) según constancias de autos PEX 199544/16 “PARRILLA LUIS NARCISO (IMP)-BARRIENTOS BRAYAN NICOLÁS (IMP) - SOSA NESTOR FABIO (DEN) – ROBO - ATENTADO Y RESISTENCIA A LA AUTORIDAD y ENCUBRIMIENTO” (art. 277 inc. 1, del Código Penal) PEX 229224/18 – “BARRIENTOS BRAYAN NICOLAS (IMP) – ALCARAZ FEDERICO (DAM) – AV ENCUBRIMIENTO) y la pena de los delitos endilgados a BRAYAN NICOLAS BARRIENTOS”, se advierte que en caso de condena no serían susceptible de ejecución condicional, por lo que no corresponde hacer lugar al recurso intentado.

En definitiva, conforme los fundamentos vertidos, corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto por la defensa del imputado, y confirmar el resolutorio impugnado.

A ESTA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, la Dra CECILIA CHADA, dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no cabe su tratamiento. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: De acuerdo con lo expuesto en las cuestiones anteriores, corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto por la defensa del imputado. ASÍ LO VOTO. 
A ESTA CUARTA CUESTIÓN, la Dra CECILIA CHADA, dijo: Que atento como han sido votadas las cuestiones anteriores, corresponde rechazar por formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto por la defensa del imputado. ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros, Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Sin costas por ser un recurso interpuesto por el Ministerio Público. ASÍ LO VOTO.
A ESTA QUINTA CUESTIÓN, la Dra CECILIA CHADA, dijo: Sin costas por ser un recurso interpuesto por el Ministerio Público. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación. 

San Luis, dieciocho de diciembre de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar por formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto por la defensa del imputado.
II) Sin costas por ser un recurso interpuesto por el Ministerio Público.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, CECILIA CHADA y JORGE ALBERTO LEVINGSTON en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.  
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